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que se incluyen las pensiones no contri-que se incluyen las pensiones no contri-
butivas; y las transferencias condicionadas butivas; y las transferencias condicionadas 
de efectivo, que han demostrado ser el de efectivo, que han demostrado ser el 
instrumento más eficiente contra la pobre-instrumento más eficiente contra la pobre-
za estructuralza estructural en la región y registran casos 
de éxito en la mayoría de los países de la 
región.

Para aliviar la pérdida de ingresos vincu-
lada a las restricciones a la circulación y 
la concentración de personas impuestas 
por los gobiernos, los países de la región 
pusieron en marcha 199 intervenciones de 
protección social (de las cuales 111 fueron 
transferencias monetarias) que beneficia-
ron a casi el 40 % de la población. Pero 
el carácter ad hoc de la mayoría de ellas 
evidencia que las redes de protección, 
enfocadas a atajar la pobreza estructural, 
no estaban preparadas ante conmociones 
y la pobreza coyuntural derivada. Trans-Trans-
formar los programas y mecanismos de formar los programas y mecanismos de 
ayuda para que sean más flexibles y soste-ayuda para que sean más flexibles y soste-
niblesnibles es el reto que encara ahora la región, 
sumida en un lento proceso de recupera-
ción económica.

La reforma de la red de protección pasa, 
entre otros factores, por mejorar los mejorar los 
sistemas de informaciónsistemas de información —creando regis-
tros sociales—, incrementar la eficiencia incrementar la eficiencia 
mediante la adopción de sistemas de pago mediante la adopción de sistemas de pago 
electrónicos, fortalecer los recursos huma-electrónicos, fortalecer los recursos huma-
nosnos e impulsar la coordinación con las insti-
tuciones laborales, sanitarias y educativas.

Además de apoyo a los ingresos, los países 
de la región se enfrentan a la necesidad de 
tomar medidas para afrontar el envejeci-para afrontar el envejeci-
mientomiento de la población, que se produce a 
un ritmo sin precedente, y la dependen-y la dependen-
cia funcional directamente asociada.cia funcional directamente asociada. La 
dependencia de cuidados afecta ya a más 
de ocho millones de personas mayores en 
América Latina y el Caribe, con una preva-
lencia del 12 % en mayores de 60 años y 
del 27 % en mayores de 80 años.

La pandemia ha puesto al descubierto la 
fragilidad de los servicios de atención a 
las personas mayores en la región, dado 

Este documento, basado en el Docu-
mento de Marco Sectorial de Protección 
Social y Pobreza, tiene el propósito de 
mostrar el estado actual de la protección estado actual de la protección 
social en América Latina y el Caribesocial en América Latina y el Caribe. Para 
ello, se analiza tanto el contexto de la 
región como las acciones clave empren-
didas por los países en tres ámbitos 
específicos de acción: apoyo al ingreso 
de los hogares en condición de pobreza 
o vulnerabilidad, atención a la dependen-
cia funcional de las personas mayores, y 
atención e inclusión de las personas con 
discapacidad.

En materia de pobreza y desigualdad, los En materia de pobreza y desigualdad, los 
indicadores en América Latina y el Caribe indicadores en América Latina y el Caribe 
quedaron estancados a partir de 2016quedaron estancados a partir de 2016 tras 
más de una década de mejora, y acusan 
desde 2020 el impacto de la pandemia del 
COVID-19. La crisis socioeconómica sumió 
en la pobreza a millones de personas de la 
clase media emergente y puso de relieve 
las limitaciones de los sistemas de protec-
ción social regionales.

Los principales programas de apoyo a los 
ingresos actualmente implementados en 
la región comprenden las transferencias transferencias 
monetarias no condicionadas, entre las monetarias no condicionadas, entre las 

https://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=EZSHARE-990561794-8
https://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=EZSHARE-990561794-8
https://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=EZSHARE-990561794-8
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el elevado número de muertes registradas 
entre los internos en residencias de mayo-
res. Las políticas de cuidados de larga dura-
ción en América Latina y el Caribe adole-
cen además de una marcada perspectiva 
de género, ya que las mujeres asumen la las mujeres asumen la 
mayor parte de la carga del cuidado de los mayor parte de la carga del cuidado de los 
mayores.mayores.

Algunos países, como Uruguay, Chile Uruguay, Chile 
o Costa Rica, ya están implantando o o Costa Rica, ya están implantando o 
ampliando sistemas de cuidados de larga ampliando sistemas de cuidados de larga 
duración.duración. El desarrollo de la economía del 
cuidado cuenta con un gran potencial de 
beneficios económicos, como la genera-
ción de millones de empleos en la región 
o la reducción del gasto sanitario. Es, 
además, fundamental para mejorar la cali-
dad de vida de las personas mayores y de 
sus familias.

Por otro lado, la plena inclusión y auto-la plena inclusión y auto-
nomía de las personas con discapacidad    nomía de las personas con discapacidad    

(que representan un 13 % de la población 
en América Latina y el Caribe) es otro de 
los grandes retos de la región.

Las personas con discapacidad sufren sufren 
una mayor vulnerabilidad económicauna mayor vulnerabilidad económica, y al 
igual que en el caso de las personas de la 
tercera edad, su cuidado (no remunerado) 
recae desproporcionadamente sobre las 
mujeres. Las personas con discapacidad 
también experimentaron un mayor riesgo 
de mortalidad, morbilidad y pobreza frente 
al COVID-19. 

Para promover su autonomía e inclusión, 
los países de la región están implementa-
do programas de transferencias de efecti-programas de transferencias de efecti-
vo para aliviar la pobreza asociada con las vo para aliviar la pobreza asociada con las 
discapacidadesdiscapacidades (actualmente en marcha 
en México, Argentina, Ecuador o Paraguay, 
entre otros), así como de asistencia perso-
nal y tecnológica, que ya reportan frutos 
en Uruguay, Panamá o Costa Rica.
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Los indicadores de pobreza y desigualdad 
en América Latina y el Caribe han estado 
marcados por el desequilibrio socioeco-
nómico que ha vivido la región a lo largo 
de los últimos años. Entre 2000 y 2015, la Entre 2000 y 2015, la 
tasa de pobreza experimentó una mejora tasa de pobreza experimentó una mejora 
notablenotable, al pasar del 45,1 % al 26 %, mien-
tras que la de pobreza extrema se redujo 
del 27,8 % al 12,8 %. Sin embargo, en 2016 en 2016 
comenzó una situación de estancamientocomenzó una situación de estancamiento 
que coincidió con la crisis socioeconómica 
en Venezuela.

En la región, la prevalencia de la pobreza 
es superior en las zonas rurales —afecta al 
47,9 % de su población, frente al 18,1 % de 
las ciudades—, así como en los segmentos 
de población como miembros de comuni-
dades indígenas (39,7 %), afrodescendien-
tes (34,4 %) o integrantes de hogares con 
hijos (30,5 %). 

Este contexto convulso fue el marco de las las 
protestas sociales masivas que se desen-protestas sociales masivas que se desen-
cadenaron en la región en 2019cadenaron en la región en 2019, impulsadas 
por la desigualdad, la sensación de vulne-
rabilidad, la ausencia de oportunidades y 
la falta de calidad de los servicios públicos.

La pandemia no solo ha evidenciado las 
brechas estructurales de la región, sino 
que también ha dificultado la recupera-
ción, que se prevé que sea lenta. En 2020 
la región sufrió un golpe económico que 
sumió en la pobreza a segmentos de la sumió en la pobreza a segmentos de la 
población tradicionalmente pertenecien-población tradicionalmente pertenecien-
tes a la clase media.tes a la clase media.

Debido a la crisis del COVID-19, el PIB de el PIB de 
las economías de la región descendió, en las economías de la región descendió, en 

El impacto del COVID-19

POBREZA Y 
VULNERABILIDAD

A

El ritmo con el que las economías vuelvan 
a su cauce determinará la necesidad de 
realizar intervenciones de protección so-
cial en los distintos países. La pandemia La pandemia 
ha puesto de manifiesto la importancia ha puesto de manifiesto la importancia 
de estas redes en la región, pero también de estas redes en la región, pero también 
sus profundas limitaciones, en su forma sus profundas limitaciones, en su forma 
actual, para apoyar a los hogares pobres y actual, para apoyar a los hogares pobres y 
vulnerables. vulnerables. 

Los programas de transferencias condi-Los programas de transferencias condi-
cionadas de efectivocionadas de efectivo se crearon en los 
años noventa con el objetivo de aliviar 
la pobreza estructural y son el elemento el elemento 
principal de las redes de protección social principal de las redes de protección social 
de índole no contributiva. Estos afrontan 
dificultades como un déficit de cobertura 
en su población objetivo, así como la falta 
de estrategias de expansión que permitan 
atender la pobreza coyuntural que surja 

Hacia unas redes de protección 
social más fuertes

MARCO SECTORIAL DE
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promedio, un 7,3 %promedio, un 7,3 %11.. La parálisis del sector 
del turismo, la bajada del precio de los 
productos básicos y la contracción del 
comercio internacional fueron algunos 
de los factores que contribuyeron a que 
el número de personas que viven en la 
pobreza aumentara en 25 millones en un 
solo año, hasta los 206 millones, mientras 
que la cifra de personas que viven en 
extrema pobreza creció en 20 millones, 
hasta un total de 124 millones.  

Todos estos factores han sido un obstáculo 
en el ritmo de recuperación de la región, 
y se prevé que las economías de América las economías de América 
Latina y Caribe se estanquen o incluso Latina y Caribe se estanquen o incluso 
contraigan en 2022contraigan en 2022, para volver a crecer 
en 20232. 
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como resultado de una conmoción. Parte 
de estos obstáculos ya eran notorios antes 
de la llegada de la pandemia: solo el 59,9 % 
de la población extremadamente pobre y 
el 35,1 % de la moderadamente pobre se 
beneficiaban de estos programas en 2019.

Fue en 2020 cuando los gobiernos se 
vieron ante la necesidad de expandir los expandir los 
sistemas de protección social existentes sistemas de protección social existentes 
para mitigar la crisis socioeconómica del para mitigar la crisis socioeconómica del 
COVID-19.COVID-19. Con estas medidas, se intenta-
ron compensar las pérdidas en los ingresos 
de los hogares provocadas por las restric-
ciones de movilidad y de concentración de 
personas instauradas por los gobiernos. 

Esta ampliación de medidas conllevó 
ciertas dificultades. Los programas de 
protección social estaban concebidos 
para atender la pobreza estructural, lo 
que implicaba que las revisiones de las 
condiciones de elegibilidad se realizaban 
de forma esporádica. Cuando llegó la pan-Cuando llegó la pan-
demia, hubo pocos registros que arrojaran demia, hubo pocos registros que arrojaran 
un diagnóstico actualizadoun diagnóstico actualizado de la vulnera-
bilidad de la población y, en muchos casos, 
estos solo incluían a beneficiarios confir-
mados, excluyendo a sectores amplios de 
la población. 

Los países de la región ampliaron las 
medidas de protección social vigentes 
e impulsaron 199 intervencionesimpulsaron 199 intervenciones en este 
ámbito, de las cuales 111 estaban basadas 
en transferencias monetarias, y terminaron 
beneficiando al 37,7 % de la población de 
la región3. La ejecución de estas medidas 
fue posible gracias a la disponibilidad de 
sistemas de información que facilitaron 
la identificación de los beneficiarios y el 
abono de las transferencias. 

Actualmente, en plena recuperación de 
la crisis, los países se enfrentan al reto de 
formar un sistema de protección social sistema de protección social 
que sea más integral, flexible y sostenible.que sea más integral, flexible y sostenible. 
Para ello, no solo es necesario mejorar los 
programas que ya están en vigor; también 
se debe insistir en fortalecer el marco 
institucional de protección social y su sos-
tenibilidad financiera. 

En este sentido, los países de la región de-
berán resolver los desafíos institucionales desafíos institucionales 
existentesexistentes para poder crear un sistema 
más consolidado: 

4.     Deficiencia en la coordinación 
con instituciones laborales, sanitarias y 
educativas.
Supone un obstáculo para la inclusión so-
cial, la acumulación de capital humano y el 
desarrollo de capacidades autónomas de 
generación de ingresos.

Por último, las características de los siste-
mas de protección social deberán adap-
tarse a las circunstancias de cada país de circunstancias de cada país de 
la regiónla región (según el nivel y el tipo de pobre-
za y vulnerabilidad) y reflejar los diferentes 
objetivos de política pública.

3.     Limitación de recursos humanos o 
rotación de personal intensa. 
Los ministerios que implementan los pro-
gramas en muchos casos emplean trabaja-
dores sociales con contratos temporales y 
pocas perspectivas de evolución personal. 
Además, carecen de recursos humanos 
para la gestión del cambio tecnológico, 
necesario para la implementación de 
registros sociales y sistemas de pago elec-
trónico. 

2.     Falta de sistemas de pago electrónico. 
Son fundamentales para aumentar la efi-
ciencia y la transparencia en la provisión 
de transferencias monetarias y pueden 
promover la inclusión financiera de los 
beneficiarios. Sin embargo, numerosos 
países de la región carecen de ellos. 

1.     Ausencia de un registro social 
o unificado. 
Estos son fundamentales para hacer una 
clasificación socioeconómica de los seg-
mentos de la población para identificar la 
pobreza estructural, coyuntural o la vulne-
rabilidad ante conmociones, así como la en-
trada y salida de beneficiarios. Solo cuatro 
países de la región tienen registros de este 
tipo con alta cobertura e interoperabilidad.
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La población de América Latina y Caribe 
está envejeciendo a un ritmo sin prece-envejeciendo a un ritmo sin prece-
dentesdentes, aunque esta continúa siendo una 
región joven, en comparación con Europa, 
Norteamérica y Asia Oriental. Se prevé que, 
en menos de tres decenios, uno de cada 
cuatro habitantes tendrá más de 60 años. 
No obstante, el proceso no será uniforme 
en todos los países. Bahamas, Barbados, 
Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Jamai-
ca, Trinidad y Tobago y Uruguay serán 
las naciones en las que más se denotará 
este impacto, dado que los mayores de 60 
años supondrán alrededor del 30 % de la 
población en 2050. 

Este envejecimiento, con la consiguiente 
transición epidemiológica hacia las en-
fermedades crónicas, está directamente 
vinculado con la dependencia de cuida-
dos, es decir, la situación por la que las 
personas ya no son capaces de realizar sin 
ayuda las actividades esenciales de la vida 
diaria, lo que toca especialmente a aque-
llas personas que tienen más de 80 años. 
Actualmente, la dependencia de cuidados la dependencia de cuidados 
afecta a más de ocho millones de personas afecta a más de ocho millones de personas 
mayores en la regiónmayores en la región, aunque los cálculos 
más conservadores apuntan que, en 2050, 
la cifra será superior a los 27 millones. 

Pocos países de la región cuentan con Pocos países de la región cuentan con 
sistemas de cuidados de larga duración sistemas de cuidados de larga duración 
operativos, aunque son varias las naciones 
que han suscrito convenios internacionales 
relacionados con esta materia y han desa-
rrollado instituciones, leyes y programas 
centrados en las personas mayores. En la 
mayoría de los países de la región, existen 
residencias de larga estancia para mayores, 

B
ENVEJECIMIENTO Y 
DEPENDENCIA FUNCIONAL

ya sean públicas o privadas, aunque el sec-
tor privado suele ser el principal proveedor. 
El 0,54 % de los mayores de 60 años en El 0,54 % de los mayores de 60 años en 
América Latina y Caribe viven en un entor-América Latina y Caribe viven en un entor-
no de este tipono de este tipo. Los porcentajes más altos 
se dan en Chile y Uruguay (1,9 %), Costa 
Rica (0,89 %) y Brasil (0,52 %), aunque 
están lejos del rango de 2 %-5 % presente 
en Europa y Estados Unidos4. De estos 
centros y la población que vive en ellos 
no se dispone de registros exhaustivos y 
actualizados. Además, en la mayoría de los 
casos, su acreditación y criterios de ope-
ración se basan en aspectos relacionados 
con la seguridad de la infraestructura y el 
personal, y no existen normas de calidad 
del servicio. 

La pandemia del COVID-19 puso de La pandemia del COVID-19 puso de 
manifiesto la fragilidad de estos sistemas, manifiesto la fragilidad de estos sistemas, 
ya que se vio una clara falta de supervisión 
de los servicios de atención: las residencias 
de mayores y viviendas asistidas se 
tornaron en focos de infección y mortalidad 
por el COVID-19. Por ejemplo, los mayores 
internados en residencias representaron el 
22 % de las muertes totales por la pandemia 
en el área metropolitana de Santiago hasta 
mayo de 2020, y el 17 % en Uruguay, hasta 
enero de 20215. 

También existe una marcada tendencia ha-marcada tendencia ha-
cia el uso de servicios domiciliarioscia el uso de servicios domiciliarios en vez 
de residenciales, lo que puede responder, 
según algunos autores, a la predilección 
de las personas por envejecer en su propio 
entorno, es decir, en una comunidad y 
ambiente familiares6. A esto se le suma la 
ventaja de que prestar servicios a perso-
nas con necesidades de atención bajas y 

MARCO SECTORIAL DE
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moderadas en su hogar conlleva un menor 
costo que hacerlo en un entorno residen-
cial. Del total de personas dependientes, 
el porcentaje de quienes reciben servicios 
domiciliarios pasó, en los países de la 
OCDE, del 61,5 % al 64,5 % entre 1999 y 
2009 y continúa al alza7.  

Por otra parte, las políticas de cuidados de 
larga duración tienen un gran impacto en 
la doble carga de trabajo y cuidados que 
las mujeres soportan en el hogar. Debido 
a las normas sociales o de género que se 
han mantenido a lo largo del tiempo, llas as 
mujeres son las que asumen la mayor parte mujeres son las que asumen la mayor parte 
de la carga en el cuidadode la carga en el cuidado de las personas 
mayores. De acuerdo con varias encuestas 
realizadas en Chile, Colombia, Costa Rica 
y México, ellas suponen entre el 63 % y el 
84 % de las personas que prestan cuidados a 
largo plazo en el ámbito familiar. 

Antes de la pandemia, las mujeres de la 
región dedicaban más del doble de horas 
que los hombres a tareas domésticas y de 
cuidados no remuneradas, y este desequili-
brio de género se agudizó con el COVID-19, 
debido a factores como la suspensión de 
los servicios para adultos mayores y el 
cierre de escuelas y guarderías.

Todo este contexto indica que los sistemas 
de cuidados de larga duración deben ocu-
par un lugar destacado en los programas lugar destacado en los programas 
de gobierno por tres razonesde gobierno por tres razones: 

1.     Son esenciales para proteger la 
calidad de vida de las personas mayores. 

2.    Son fundamentales para promover la 
equidad de género.

3.    Tienen el potencial para crear millo-
nes de empleos formales. 
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En América Latina y el Caribe, las personas 
con discapacidad representan el 13 % de 13 % de 
la poblaciónla población. Se prevé que este porcentaje 
llegará al 19 % en 2050, lo que se traduci-
ría en unos 150 millones de personas con 
discapacidad, debido al envejecimiento 
poblacional8. 

En 2017, todos los 26 países miembros 
regionales del BID habían ratificado la 
Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad, que reconoce la agenda de  inclusión inclusión 
y autonomíay autonomía de estas personas. Desde que 
se aprobó la Convención en 2006, el con-
cepto de discapacidad ha evolucionado ha evolucionado 
de un modelo estrictamente médico a un de un modelo estrictamente médico a un 
modelo socialmodelo social9. En este marco, se define 
la discapacidad como la interacción entre 
la limitación de una persona y las barreras 
externas que pueden obstaculizar su par-par-
ticipación plena y efectiva en la sociedad ticipación plena y efectiva en la sociedad 
en igualdad de condicionesen igualdad de condiciones con los demás. 

Sin embargo, la discapacidad no es sinó-la discapacidad no es sinó-
nimo de dependencia de cuidadosnimo de dependencia de cuidados, como 
conviene recordar. Por ejemplo, el 87 % 
de las personas dependientes de cuidados 
de Costa Rica en 2018 tenían algún tipo de 
discapacidad, pero únicamente el 36 % de 
las personas con discapacidad eran depen-
dientes de cuidados10. 

Las personas con discapacidad de la 
región sufren una mayor vulnerabilidaduna mayor vulnerabilidad 
económica. Existe un nexo bidireccional 
entre pobreza y discapacidad que se pue-
de observar en todo el mundo. De acuerdo 
con datos de México, Chile, Costa Rica y 
Bolivia, las tasas de pobreza de los hogares 

C
en los que hay personas con discapacidad 
son entre 5 y 15 puntos porcentuales ma-
yores que las de los demás hogares11. En 
esta situación influyen dos factores:

1.   Gastos asociados a la discapacidad.
Se ha demostrado la relación entre la situa-
ción de discapacidad y un mayor gasto del 
hogar en atención sanitaria, dispositivos 
auxiliares y adaptación de la vivienda. El 
gasto en hogares con personas con disca-
pacidad grave puede llegar a ser entre el 
30 % y el 50 %12 mayor.

2.   Presupuestos reducidos para políticas 
sobre discapacidad. 
La inversión pública para programas de in-
clusión de las personas con discapacidad 
es escasa.

Las personas con discapacidad presen-
tan distintos grados de dependencia y el 
apoyo viene prestado principalmente por principalmente por 
familiares no remunerados, en su mayoría, familiares no remunerados, en su mayoría, 
como en el caso de la población de edad como en el caso de la población de edad 
avanzada, mujeresavanzada, mujeres. Según datos obtenidos 
para México y Chile, el 14 % y el 37 % de 
las personas con discapacidad grave, res-
pectivamente, dependen de la asistencia 
de familiares no remunerados para realizar 
actividades diarias. En Perú y Chile, más 
del 95 % de las personas con discapacidad 
que reciben asistencia afirman que esta 
proviene de parte de familiares o amista-
des, los cuales perciben solo en un 5 % de 
los casos algún tipo de remuneración por 
su trabajo13. 

Otro aspecto destacable es que las perso-
nas con discapacidad experimentaron un 

INCLUSIÓN DE PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD

MARCO SECTORIAL DE
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alto riesgo de mortalidad, morbilidad y po-alto riesgo de mortalidad, morbilidad y po-
breza frente al COVID-19breza frente al COVID-19. Este segmento 
poblacional tiene más probabilidades de 
sufrir complicaciones, debido a que mu-
chas presentan patologías subyacentes. 
A esto se le sumaron otros riesgos como 
la suspensión de servicios de asistencia 
personal, debido a las medidas de distan-
ciamiento físico. 

Para los países de la región, el reto está el reto está 
en apoyar la autonomía y la inclusión de en apoyar la autonomía y la inclusión de 
las personas con discapacidadlas personas con discapacidad mediante la 
adopción de sistemas nacionales de certifi-
cación que faciliten el acceso a programas 
existentes; una mayor accesibilidad de los 
programas e instituciones de protección 
social; la puesta en marcha de programas 
de transferencias monetarias para aliviar la 
pobreza; y la provisión de asistencia perso-
nal y tecnología que impulse su autonomía 
y bienestar, así como a los familiares que 
prestan asistencia. 

Muchas de las personas con discapacidad 
de la región no figuran en un registro no figuran en un registro 
nacional de discapacidad ni poseen un nacional de discapacidad ni poseen un 
certificadocertificado que acredite su situación. 
Por ejemplo, en Chile, el porcentaje de 
personas con discapacidad que poseen un 

certificado es solo del 7 %, mientras que 
en Argentina, el porcentaje es del 38 %. 
Existen múltiples factores que pueden 
repercutir en el bajo nivel de cobertura de 
los registros nacionales de discapacidad, 
como pueden ser el desarrollo insuficiente 
del sistema de certificación o la falta 
de interés, especialmente, si hay pocos 
procesos para solicitar beneficios que la 
requieren.

La carencia de un instrumento unificado 
de clasificación se traduce en que los di-
ferentes programas generan sus propios 
mecanismos para determinar la situación 
de discapacidad. Y, por tanto, que cada 
uno establece sus propios umbrales de 
discapacidad para seleccionar los benefi-
ciarios con más necesidades de apoyo. 

Por otra parte, el desarrollo de servicios de 
asistencia personal está en ciernes en la 
región y afronta desafíos técnicos e insti-
tucionales. Entre ellos, configurar un marco 
legislativo y financiero robusto; definir los 
servicios ofrecidos y sus criterios de ele-
gibilidad; y definir parámetros de calidad 
para proveedores de servicios e implantar 
mecanismos de supervisión, incluyendo el 
área de recursos humanos. 
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¿QUÉ SE 
PUEDE 
HACER? 

¿QUÉ SE 
PUEDE 
HACER? 

INTERVENCIONES EXITOSAS
DE PROTECCIÓN SOCIAL
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Un objetivo primordial de la protección 
social es apoyar niveles mínimos de 
consumo en contextos de pobreza cró-
nica y transitoria. Como se ha explicado 
anteriormente, la pandemia ha puesto de 
manifiesto la necesidad de ampliar los 
sistemas de protección social de la región, 
para incluir, en la tradicional lucha contra la 
pobreza crónica que lleva a cabo, acciones 
para proporcionar soporte en circunstan-
cias de crisis.  

En esta sección se examinan los princi-
pales programas de apoyo a los ingresos 
y se analiza su potencial para combatir 
ambos tipos de pobreza.

Estos esquemas son comunes en los países 
con menos ingresos. En América Latina y 
el Caribe, supusieron un gran elemento en 
la protección contra la crisis socioeco-
nómica desencadenada por la pandemia, 
donde los altos niveles de informalidad 
laboral limitan la relevancia de instrumen-
tos como los seguros de desempleo o los 
créditos de impuesto. 

Colombia y Brasil son ejemplos de países Colombia y Brasil son ejemplos de países 
de la región que implantaron programas de la región que implantaron programas 
de esta índole durante la pandemiade esta índole durante la pandemia, lo que 
generó un impacto positivo en la protec-
ción de sus habitantes. En el primer caso, 
la iniciativa denominada Ingreso Solidario 
favoreció mejoras en ámbitos como el 
gasto de los beneficiarios en alquiler 
y educación, salud mental, inclusión 
financiera y uso de mecanismos de pago 
mediante dispositivos móviles14. Por otra 

Transferencias monetarias 
no condicionadas

parte, en Brasil se activó un mecanismo de 
transferencias monetarias no condiciona-
das a gran escala frente a la crisis, lo que 
dio como resultado una reducción en la 
pobreza y la desigualdad en 202015.  

Además, dentro de estos programas de 
transferencias monetarias no condiciona-
das, las pensiones no contributivas, que 
forman parte de la estrategia de protección 
contra la pobreza en la vejez, tienen una 
especial importancia en la región. En 2013, 
sus beneficios alcanzaron a 17 millones de 
personas de América Latina y Caribe, con 
un presupuesto que, en muchos países, 
rondó el 1 % del PIB. Dada la situación de 
envejecimiento poblacional de la región, 
se prevé que esta cifra aumente en las 
próximas décadas. Su implementación 
ha demostrado tener beneficios como 
la reducción de la pobreza y el aumento 
del consumo, además de otros efectos 
positivos relacionados con indicadores de 
depresión en personas mayores16. 

Durante la pandemia, la concesión de una 
pensión social protegió a los hogares con-
tra los efectos económicos de la crisis. En 
Bolivia, las probabilidades de pasar hambre 
en los hogares que recibieron una pensión 
social durante este periodo se redujeron 
en un 40 %17. En comparación con los años 
anteriores al COVID-19, la crisis magnificó 
los efectos del programa sobre el hambre, 
sobre todo en aquellos hogares en los que 
sus integrantes perdieron su medio de 
subsistencia. Todo esto sugiere que contar 
con un programa preexistente de pensión 
cuasi universal puede contribuir a conse-
guir repercusiones positivas rápidamente 
durante una crisis sistémica.

A
PROGRAMAS REDISTRIBUTIVOS 
Y DE APOYO A LOS INGRESOS

MARCO SECTORIAL DE
PROTECCIÓN SOCIAL Y POBREZA
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Las transferencias condicionadas de 
efectivo son el instrumento más eficiente 
de apoyo a las familias afectadas por la 
pobreza estructural en la región. Estos 
programas comenzaron en América Lati-
na y Caribe en la década de los noventa, 
focalizándose en familias en situación de 
pobreza estructural, las cuales debían asu-
mir determinadas corresponsabilidades 
para recibir los pagos. La participación no 
depende de los ingresos corrientes, y suele 
estar sujeta a un proceso de recertifica-
ción que ayude a evaluar las condiciones 
estructurales del hogar. En términos ge-

Transferencias condicionadas 
de efectivo

El impacto de las transferencias condicionadas
de efectivo en América Latina y Caribe 

Casos de éxito

¿Qué han conseguido?

Colombia Un estudio a largo plazo sobre las repercusiones 
de estos programas en Medellín reflejó efectos 
importantes en el rendimiento escolar y resultados 
como un menor índice de detenciones por 
comportamientos criminales y una menor tasa de 
embarazo adolescente18. 

Brasil, El Salvador y 
Honduras

Algunas experiencias de educación grupal en 
programas de transferencias condicionadas de 
efectivo han favorecido un cambio de actitudes 
y prácticas respecto a ámbitos como los roles de 
género, el reparto de responsabilidades en cuanto a 
cuidados y la violencia doméstica.   

Nicaragua Se han observado efectos positivos en la progresión 
escolar y el aprendizaje de matemáticas y lengua 
en varones jóvenes una década después de haber 
completado su participación trienal en el programa 
“Red de Protección Social”. Un impacto equivalente a 
medio año adicional de instrucción. 

Incremento del gasto y reducción de la pobreza corriente. 

Disminución del trabajo infantil.

Aumento del uso de servicios de salud.

Impulso en la matriculación y asistencia escolar. 

Reducción de la desigualdad de género y refuerzo de la autonomía de las mujeres.

nerales, las mujeres son quienes reciben 
los pagos y se responsabilizan de que el 
hogar cumpla los criterios de educación, 
nutrición y salud infantil. 

La expansión de estos programas se ha 
traducido en un impacto positivo sobre 
la pobreza, el consumo y el uso de ser-
vicios de salud y educación. Además, 
recibir estas transferencias condicionadas 
de efectivo puede generar una mayor 
resiliencia frente a conmociones genera-
lizadas, como, por ejemplo, los fenómenos 
meteorológicos extremos, cuya frecuencia 
e intensidad han aumentado a raíz del 
cambio climático, o para reforzar los me-
dios de la vida agrícola en la región.
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Hacer que los programas de apoyo a los 
ingresos en América Latina y Caribe sean 
más eficaces y sostenibles es una prioridad 

Un sistema más eficaz: 
registros sociales y plataformas 
electrónicas de pago 

Registros sociales

La región ha avanzado en la creación 
de estas herramientas, que tienen 
el potencial de apoyar la expansión 
y reconfiguración de las redes 
de protección. Los datos que se 
obtienen a través de estos registros 
proporcionan una imagen valiosa de 
la vulnerabilidad económica. 

Argentina, Chile, Costa Rica y Uru-
guay ya cuentan con registros con 
alta cobertura e interoperabilidad. 
Entre ellos, el más destacado es 
Uruguay, donde el registro automáti-
co de cada ciudadano en el Sistema 
de Información Integrada del Área 
Social (SIIAS) permite identificar 
la información socioeconómica del 
conjunto de la población. 

Asimismo, la crisis sirvió como 
detonante para que varios países de 
la región introdujeran innovaciones 
en sus sistemas de información social 
y registros de beneficiarios, como 
fue el caso de Paraguay y Belize, en 
los que los candidatos de las ayudas 
podían solicitar los beneficios de un 
programa de seguridad alimentaria y 
de desempleo, respectivamente, por 
vía electrónica.  

Pagos electrónicos

Los avances en el pago electrónico 
de las transferencias monetarias 
pueden contribuir a que los sistemas 
de protección social sean más 
transparentes, flexibles y eficientes. 
La introducción de plataformas 
electrónicas de pago es un ámbito 
en el que se ha avanzado en la 
región. Por ejemplo, en República 
Dominicana, los beneficiarios reciben 
transferencias por medio de una 
tarjeta electrónica. Esta queda 
asociada a una cuenta virtual que 
puede emplearse únicamente en los 
comercios afiliados19.  

Durante la pandemia, varios países 
implementaron innovaciones que 
simplificaron el pago electrónico 
de transferencias monetarias, para 
responder de forma más ágil a la 
conmoción. Así, en Argentina y 
Guatemala se habilitaron los pagos 
mediante código único, mientras que 
en Brasil se redujeron los requisitos 
de verificación de antecedentes para 
la apertura remota de cuentas banca-
rias. Este último movimiento también 
lo realizó Colombia, que impulsó el 
uso de billeteras electrónicas —al 
igual que Perú— y promovió el uso de 
aplicaciones móviles como método 
alternativo de pago20. Otro ejemplo 
destacado es el de Panamá, donde se 
desarrolló una plataforma tecnológi-
ca que hizo posible utilizar la tarjeta 
de identidad como mecanismo de 
pago en negocios afiliados.

para los países de la región. Y, en ello, el 
fortalecimiento institucional desempeña 
un papel muy relevante, a través del 
trabajo en áreas como la elaboración de 
registros sociales que sean interoperables 
y la introducción de sistemas de pagos 
electrónicos.
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La experiencia en la ejecución de progra-
mas de apoyo a los ingresos ha puesto de 
manifiesto la relevancia de dos factores 
que pueden contribuir a su éxito: la coor-
dinación institucional y la configuración de 
un marco financiero sostenible. 

La región acumula ejemplos que mani-
fiestan las dificultades existentes en la 
coordinación entre diferentes ministerios. 
Para abordar esta dificultad, en República 
Dominicana y Paraguay se han creado 
gabinetes para el sector social en los 
que participa una gran diversidad de 
instituciones, con lineamientos claros de 
seguimiento y rendición de cuentas. Me-
canismos como estos podrían generar si-
nergias valiosas que ayudaran a reforzar el 
impacto a largo plazo de los programas de 
transferencias condicionadas en efectivo. 

América Latina y el Caribe también acu-
mula experiencias positivas de países 
que han conseguido robustecer la soste-
nibilidad financiera de sus transferencias 
monetarias, apoyados por una reforma 
de subsidios energéticos ineficientes. Es 
el caso de República Dominicana, donde 
se eliminaron los subsidios generales al 
gas y la electricidad, para reemplazarlos 
por transferencias focalizadas a través del 
registro social unificado21. 

Dos factores de éxito:
coordinación institucional y 
marco financiero sostenible
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Los sistemas de cuidados de larga duración 
están teniendo un desarrollo incipiente en 
la región. Para garantizar su eficacia y sos-
tenibilidad, el fortalecimiento institucional 
es clave, así como el desarrollo de recursos 
humanos y la supervisión de la calidad del 
servicio. 

Al menos cuatro países de la región 
cuentan con simulaciones sobre el costo 
potencial de un sistema de cuidados de lar-
ga duración, con estimaciones que varían 
del 0,13 % del PIB en México al 0,19 % de 
Uruguay, el 0,45 % de Chile y el 0,48 % 
de Costa Rica. De acuerdo con cifras de la 
OCDE y la Comisión Europea, los estados 
con sistemas de atención consolidados 
invierten alrededor del 1,6 % del PIB en 
cuidados de larga duración, incluyendo los 
servicios sociales y de salud para personas 
en situación de dependencia22. 

Por otro lado, aunque el sector privado 
es el principal proveedor de servicios 
de atención de larga duración, el sector 
público juega un papel fundamental en la 
rectoría del sector, incluyendo el diseño 
del esquema de financiamiento. Tanto la 
teoría como la práctica demuestra que el 
modelo tradicional de los seguros privados 
no funciona bien para los cuidados de larga 
duración y que, por tanto, solo tiene poten-
cial como mecanismo complementario.

Los sistemas de cuidados de larga dura-
ción ofrecen varios tipos de servicios23. En 
los sistemas más consolidados, todos ellos 
están presentes:

El nivel de dependencia será lo que deter-
mine cuáles son los servicios apropiados 
para cada persona. Los del entorno resi-
dencial se recomiendan ante todo para 
personas mayores con nivel severo de 
dependencia, especialmente aquellos que 
requieren atención médica continua y ca-
recen de apoyo familiar. Por otra parte, los 
de teleasistencia y centros de día suelen 
prestarse a personas mayores con bajo ni-
vel de dependencia y como complemen-
to de otras formas de servicio.

1.	 Atención en residencias

2.	 Servicios domiciliarios

3.	 Servicios en centros de día

4.	 Servicios de teleasistencia

5.	 Servicios para cuidadores

SERVICIOS DE CUIDADOS 
DE LARGA DURACIÓN

B
¿Qué tipo de servicios de larga 
duración podemos encontrar? 

MARCO SECTORIAL DE
PROTECCIÓN SOCIAL Y POBREZA
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Iniciativas de sistemas de cuidados de larga duración en 
América Latina y Caribe

Chile Lanzó en 2016 una política de cuidados de larga 
duración, que ya ha llegado a 22 municipios.

Uno de los objetivos de la iniciativa, llamada “Chile 
Cuida”, es optimizar la coordinación entre los servicios 
de atención que ofrecen las instituciones con la 
población objetivo. 

Uruguay En 2015, fue el pionero regional en la creación de un 
sistema nacional de este tipo.

El Sistema Nacional Integrado de Cuidados brinda 
cobertura a mayores, así como a jóvenes con 
discapacidades y niños. 

Costa Rica y Colombia Costa Rica aprobó en 2021 una política nacional de 
cuidados de larga duración, que se encuentra en fase 
de implementación. 

Colombia está en proceso de estructurar un sistema 
nacional relacionado con este ámbito. 

El desarrollo de sistemas de atención a lar-
go plazo tiene tres impactos principales:

a) Mejora de la calidad de vida de las 
personas mayores y sus familias

Existen casos que demuestran que, a tra-
vés de estos programas, la mejora de la 
calidad de vida tanto de las personas de-
pendientes como de sus cuidadores es 
una realidad. En Chile, un programa plu-
ridimensional de un mes de duración que 
incluyó ejercicios físicos y mentales para 
mayores en centros de día mejoró visible-
mente sus parámetros cognitivos y físi-
cos24. 

Otros estudios permiten documentar el 
efecto de los cuidados en múltiples di-

¿Qué aportan estos 
servicios a la región?

mensiones del bienestar de los cuidado-
res, como salud, empleo y estabilidad fi-
nanciera. Aquí es relevante remarcar que, 
según algunas investigaciones, las perso-
nas que se encargan del cuidado de un 
familiar consumen más antidepresivos, 
tranquilizantes, analgésicos y fármacos 
gastrointestinales.  

b) Generación de actividades 
económicas e impulso a la 
creación de empleo formal

El aumento de la inversión pública en cui-
dados de larga duración favorece la activi-
dad económica. La atención de larga du-
ración es un tipo de servicio singular que 
comparte algunos rasgos con la atención 
sanitaria altamente subsidiada, si bien su 
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componente principal es la atención per-
sonal, que se ha prestado tradicionalmente 
dentro del hogar. De hecho, en casi todos 
los países de la OCDE la familia sigue ac-
tuando como principal proveedor, e implí-
citamente financiador, de estos cuidados. 
Aun así, la economía del cuidado tiene el 
potencial de imprimir un gran dinamismo 
al crecimiento del PIB25. 

A tenor de la experiencia de los países 
donde la transición demográfica está más 
avanzada, el mercado de cuidados de lar-
ga duración es un importante factor de 
creación de empleo. El apoyo a las empre-
sas y los empleos en este sector abre una 
vía para aumentar la formalidad laboral, 
algo de especial relevancia en América 
Latina y el Caribe. Los gobiernos pueden 
apoyar el desarrollo del mercado median-
te políticas centradas en la oferta —como 
subsidios a la capacitación o certificación 
de cuidadores, exenciones fiscales o líneas 
de crédito—, y en la demanda, con inicia-
tivas como bonos para la compra de ser-
vicios. Este fue el caso de la teleasistencia 
en Uruguay, donde el sistema de cuidados 
de larga duración impulsó el desarrollo de 
empresas en este sector. 

c) Reducción de costos en el sector 
sanitario

Además, un mayor gasto en cuidados de 
larga duración puede generar ahorros en 
atención sanitaria. Como se ha demostra-
do, el refuerzo de la coordinación entre 
servicios sanitarios y sociales centrados 
en las personas puede mejorar la salud y el 
bienestar de la población. No proporcionar 
la suficiente inversión en cuidados de lar-
ga duración, por limitaciones de seguros 
o de coordinación, puede llevar al uso de 
servicios hospitalarios más costosos. En 
Brasil, por ejemplo, cerca del 30 % de las 
hospitalizaciones de mayores obedecen a 
dolencias que podrían haberse tratado o 
prevenido con atención ambulatoria26.

Si se pone el punto de mira en los aspec-
tos que pueden impulsar estas iniciativas, 
se observa un movimiento favorable hacia 
la integración de los servicios sanitarios 
y de cuidados de larga duración27, lo cual 
puede aliviar la presión sobre los servi-
cios de salud. Esto puede ir acompañado 
con la implantación de sistemas de infor-
mación que permitan considerar en con-
junto las necesidades de salud y cuidados 
de larga duración de la población. 

Tampoco podemos obviar el hecho de que 
el desarrollo de recursos humanos es fun-
damental para la articulación de sistemas 
de atención de larga duración, lo cual debe 
darse de forma paralela a la supervisión de 
la calidad del servicio. Incrementar el ni-
vel profesional de los cuidadores, ofrecer 
servicios de capacitación y relevo para 
cuidadores informales son iniciativas que 
pueden contribuir a ello, y que se pueden 
complementar con esfuerzos para redis-
tribuir la carga de cuidado entre géneros, 
aumentando la proporción de cuidados fa-
miliares prestados por los hombres. 

Integración de servicios y 
RRHH para mejorar los cuidados



MARCO SECTORIAL DE
PROTECCIÓN SOCIAL Y POBREZA

// 22

Promover la autonomía y la inclusión de 
las personas con discapacidad es una prio-
ridad que se está trabajando en la región 
a través de un conjunto amplio de políti-
cas, programas e instrumentos. Todas es-
tas medidas, tomadas en el marco de los 
servicios sociales, se pueden agrupar en 
diferentes líneas de acción, que pasamos 
a analizar. 

La certificación es una medida necesaria 
para promover el acceso a programas que 
apoyan la autonomía de las personas con 
discapacidad. En los países en los que 
esta certificación no existe, es frecuente 
que haya disparidad de criterios en los 
diferentes programas, y se exija a las per-
sonas con discapacidad repetir procesos 
administrativos para acceder a los servi-
cios. 

Aunque en cada uno de los programas se 
pueda usar un umbral diferente de disca-
pacidad para seleccionar a los beneficia-
rios con más necesidades de apoyo, se 
considera como buena práctica adoptar 
un único instrumento de clasificación 
para todos ellos. Además, al actualizar los 
procesos de certificación, los países pue-
den aprovechar la oportunidad para reem-
plazar el enfoque tradicional puramente 
médico de la certificación de discapacida-
des por otro de carácter social que incluya 
factores ambientales en la evaluación de 
discapacidad.

Sistemas nacionales 
de certificación

Caso de éxito

Perú

En el país se ha establecido un 
sistema nacional de evaluación y 
certificación de discapacidad que 
ha sido llevado con éxito a zonas 
rurales mediante capacitaciones 
virtuales. 

El sistema se basa en la Clasificación 
Internacional del Funcionamiento, de 
la Discapacidad y de la Salud para 
evaluar la situación de discapacidad, 
así como en un sistema de 
información digital que facilita el 
proceso y asegura el control de 
calidad. 

Sin las herramientas adecuadas, es posible 
que las personas con discapacidad tengan 
que depender de otros para sortear 
procesos administrativos. Las personas 
con limitaciones visuales no pueden 
leer documentos ni acceder a páginas 
de internet para verificar la elegibilidad; 
aquellas con dificultad auditiva no pueden 
llamar por teléfono para inscribirse en un 
programa y las que sufren de discapacidad 
cognitiva deben seguir disposiciones muy 
complejas al notificar una queja. Por ello, 
es crucial asegurar el acceso a campañas 

Accesibilidad de los programas 
de protección social

C
SERVICIOS PARA ATENDER A LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD
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de información sobre los programas 
existentes. Este objetivo puede lograrse, 
por ejemplo, usando el método braille, la 
lengua de signos y documentos escritos 
en estilo accesible.

Los sitios web deben ser accesibles para 
completar las solicitudes de inscripción en 
programas para la inclusión de las perso-
nas con discapacidad. Y, por otra parte, los 
profesionales que estén en contacto con 
los solicitantes deben estar formados en 
metodologías accesibles. 

Aunque la provisión de asistencia personal 
para proporcionar una mayor autonomía 
a las personas con discapacidad es 
incipiente en América Latina y el Caribe, 
existen algunas iniciativas prometedoras. 

Cuantificar con precisión el costo de estos 
programas es importante para ampliar su 

Por otra parte, las ayudas tecnológicas 
pueden reforzar la autonomía de las 
personas con discapacidad. Dentro de 
estas, los teléfonos inteligentes son una 
herramienta esencial de independencia y 
autonomía. En todo el mundo se han de-
sarrollado múltiples aplicaciones móviles 
que informan sobre la accesibilidad de los 
espacios, y muchas más que facilitan la 
comunicación entre personas28. 

Sumado a esto, dispositivos auxiliares 
como sillas de ruedas y aparatos auditivos, 
entre otros, también pueden favorecer una 
mayor autonomía personal. 

Asistencia personal y 
tecnología de apoyo

Iniciativas de asistencia personal para personas 
con discapacidad

Costa Rica La persona beneficiaria recibe una transferencia 
supeditada a la contratación de un asistente personal 
profesional.

Uruguay En este país, se entrega un bono para contratar y 
remunerar directamente a un asistente personal, que 
cumple con 80 horas de asistencia al mes.

Ecuador y Panamá Están diseñando programas piloto con el apoyo 
del Banco para ofrecer servicios de asistencia por 
personal cualificado como opción al cuidado familiar 
no remunerado.

cobertura: aunque hay análisis preliminares 
que señalan que los programas de bonos 
para la contratación de servicios de 
asistencia personal tienen altos costes 
de ejecución y administración, también 
existe constancia de que esta inversión 
tiene potencial para generar altos 
rendimientos.  



MARCO SECTORIAL DE
PROTECCIÓN SOCIAL Y POBREZA

// 24

Análisis recientes indican que el seguro de 
discapacidad mejora la calidad de vida 
de los beneficiarios, al reducir la precarie-
dad residencial, las hospitalizaciones y la 
mortalidad. En Brasil, las transferencias no 
contributivas por discapacidad incidieron 
favorablemente en el bienestar financiero, 
dado que redujeron las probabilidades de 
afrontar procesos judiciales por incumplir 
sus obligaciones tributarias29. 

Un análisis del entorno permitió identificar 
en 13 países de la región 18 programas de 
transferencias monetarias no contribu-
tivas para personas con discapacidad30; 
en todos los casos, estos se focalizan en 
la pobreza a nivel de hogares. Algunos 
programas ofrecen un subsidio para cu-
brir los costos básicos más elevados que 
afrontan las personas con discapacidad, 
como ocurre en México, donde está vi-
gente la Pensión para el bienestar de las 
personas con discapacidad. En otros paí-
ses, como en Argentina, los programas de 
este ámbito funcionan como una pensión 
de discapacidad, siguiendo el modelo de 
los programas de seguros en los sistemas 

Programas de transferencias 
monetarias para evitar la pobreza

contributivos. Un tercer modelo de los 
programas de transferencias de ingresos 
agrupa a los que están orientados a per-
sonas con altas necesidades de apoyo, 
como es el caso del Bono Joaquín Galle-
gos Lara, instaurado en Ecuador. 

No obstante, muchos programas incluyen 
protocolos o condiciones que limitan la 
autonomía individual de las personas con 
discapacidad. Por ejemplo, algunos de 
ellos exigen que otro miembro del hogar 
reciba y administre los beneficios o que 
las personas con discapacidad no sean 
activos laboralmente si desean seguir reci-
biendo las ayudas. 

Integrar las transferencias no contributi-
vas por discapacidad con los programas 
de transferencias monetarias existentes 
puede redundar en una mayor eficiencia 
de costos. En Paraguay, el programa de 
transferencias condicionadas de efectivo 
Tekoporã sigue un criterio unificado por el 
cual las personas con discapacidad reci-
ben un subsidio como parte del programa 
general de transferencias. 
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tencia escolar y el aumento en el uso de 
servicios de salud son algunos de los as-
pectos en los que se han materializado los 
beneficios de este tipo de programas. A su 
vez, podemos mencionar a Brasil, El Salva-
dor y Honduras como países de la región 
que han protagonizado casos de éxito en 
la activación de estos programas.

Sumado a ello, es importante contar tam-
bién con programas de transferencias mo-programas de transferencias mo-
netarias no condicionadas para aquellos netarias no condicionadas para aquellos 
hogares que se hayan visto afectados por hogares que se hayan visto afectados por 
crisis transitoriascrisis transitorias, al igual que ocurrió con 
la irrupción del COVID-19. En la región se 
pueden encontrar ejemplos de cómo es-
tas acciones contribuyen, en este tipo de 
circunstancias, a frenar el retroceso de los 
niveles de pobreza y desigualdad, al igual 
que contribuyen a mejorar ámbitos como 
la salud mental y la inclusión financiera. 
  
Para que los apoyos lleguen a los bene-los apoyos lleguen a los bene-
ficiarios de forma efectiva, se hacen im-ficiarios de forma efectiva, se hacen im-
prescindibles los registros sociales que prescindibles los registros sociales que 
sean interoperables y las redes de pagos sean interoperables y las redes de pagos 
electrónicoselectrónicos. El uso de estas herramientas 
aporta ventajas evidentes al conjunto de 
la población, dado que, incluso cuando se 
dan conmociones temporales, simplifican 
los procesos y agilizan la recepción y uso 
de ayudas, como se ha constatado en paí-
ses como Argentina o Chile. En definitiva, 
estos sistemas hacen que la protección 
social sea más flexible y transparente, a la 
vez que refuerzan la resiliencia de la región 
ante posibles emergencias. 

De cara a garantizar la sostenibilidad fiscal 
de estos programas, se puede optar por 
combinarlos con políticas que aumenten 
los ingresos tributarios o racionalicen el 
gasto público, lo que incluye la reducción 
de subsidios energéticos y otros gastos 
fiscales que hayan demostrado ser 
ineficientes.

Por otra parte, a la vez que América Latina 
y Caribe envejece a un ritmo sin preceden-
tes, sus países desarrollan sus sistemas de desarrollan sus sistemas de 
cuidados de larga duración.cuidados de larga duración.  

Reforzar las redes de apoyo para luchar 
contra la pobreza, así como la inclusión de 
aquellas personas que cuentan con algún 
tipo de dependencia o discapacidad, son 
dos importantes retos a los que los países 
de América Latina y el Caribe se enfren-
tan, en un contexto en el que la pandemia la pandemia 
ha evidenciado la necesidad de ampliar y ha evidenciado la necesidad de ampliar y 
mejorar los programas y mecanismos de mejorar los programas y mecanismos de 
protección social.protección social.    

La experiencia de la región en este ámbito 
permite extraer algunas enseñanzas útiles 
a la hora de encarar este tipo de desafíos. 
Para ello, es necesario recordar que el sis-el sis-
tema no solo tiene que contribuir a atender tema no solo tiene que contribuir a atender 
los problemas estructurales de la región, los problemas estructurales de la región, 
sino que ha de estar preparado para aten-sino que ha de estar preparado para aten-
der posibles conmociones coyunturales.der posibles conmociones coyunturales.  

América Latina y el Caribe ha hecho uso 
de las transferencias condicionadas en las transferencias condicionadas en 
efectivo como un instrumento clave para efectivo como un instrumento clave para 
combatir la pobreza crónicacombatir la pobreza crónica, cuyos indica-
dores, tras experimentar un progreso visi-
ble entre los años 2000 y 2015, sufren un 
estancamiento desde 2016. La reducción 
del trabajo infantil, de la desigualdad de 
género, el incremento en las cifras de asis-
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Uruguay, Colombia y Costa Rica son algu-
nos de los integrantes de la región que han 
aprobado en los años recientes políticas políticas 
relacionadas con los cuidados de larga du-relacionadas con los cuidados de larga du-
ración, que contemplan la creación de sis-ración, que contemplan la creación de sis-
temas nacionales centrados en esta mate-temas nacionales centrados en esta mate-
ria.ria. Un paso necesario, dado que la región 
acumulará cada vez más personas con 
este tipo de dependencias: actualmente, la 
cifra se sitúa en ocho millones, pero se cal-
cula que, para mediados de este siglo, se 
supere la barrera de los 27 millones. 

Los sistemas de cuidados de larga duración 
se han de expandir y fortalecer a través de 
la implementación de distintos servicios, a 
los que los habitantes de la región se pue-los habitantes de la región se pue-
dan adscribir en consonancia con sus ne-dan adscribir en consonancia con sus ne-
cesidades, su grado de dependencia y sus cesidades, su grado de dependencia y sus 
circunstancias familiares.circunstancias familiares. Así, podemos 
distinguir entre la atención en residencias, 
los servicios proporcionados en centros 
de día y los de carácter domiciliario. Con 
el coronavirus también se ha podido ver la 
fragilidad de los servicios vigentes en la re-
gión, dado que las residencias de mayores 
y las viviendas asistidas se convirtieron en 
importantes focos de infección y mortali-
dad durante la crisis sanitaria.       

Como parte del desarrollo de estos 
sistemas, el primer paso abarca la consoli-el primer paso abarca la consoli-
dación de la oferta existente de serviciosdación de la oferta existente de servicios, , 
con la definición y adopción de paráme-
tros de calidad, el establecimiento de 
procesos de acreditación y supervisión, 
y la elaboración de registros actualiza-
dos de proveedores de servicios de larga 
duración. En una segunda fase, se hace 
preciso desarrollar una fuerza de trabajo desarrollar una fuerza de trabajo 
debidamente capacitada y remunerada, debidamente capacitada y remunerada, 
a la vez que estructurar mecanismos de a la vez que estructurar mecanismos de 
financiamiento sostenibles.financiamiento sostenibles.  

Los resultados de estas líneas de acción 
han quedado demostrados: se ha consta-
tado que el aumento de inversión pública el aumento de inversión pública 
en los cuidados de larga duración supone en los cuidados de larga duración supone 
una reducción de costos en el sector sa-una reducción de costos en el sector sa-
nitario y favorece la actividad económica,nitario y favorece la actividad económica, 
dado que contribuye a la creación de nue-
vos empleos y permite la incorporación al 

mercado laboral formal de aquellas perso-
nas que se dedican a la prestación de cui-
dados en hogar. 

En este último aspecto, también es 
necesario remarcar la importancia de 
cerrar la brecha de género que continúa cerrar la brecha de género que continúa 
existiendo:existiendo: las mujeres son las que asumen 
la mayor parte de la carga del cuidado 
de los mayores, y dedican más del doble 
de horas que los hombres a este tipo de 
tareas, no remuneradas, y a las actividades 
domésticas. 

Asimismo, América Latina y el Caribe ha 
de desarrollar servicios que promuevan la desarrollar servicios que promuevan la 
autonomía de las personas con discapaci-autonomía de las personas con discapaci-
dad, lo cual requiere un esfuerzo de coor-dad, lo cual requiere un esfuerzo de coor-
dinación multisectorial,dinación multisectorial, con la contribu-
ción de instituciones diversas y mediante 
la alineación con el sector privado, como 
ha revelado la experiencia en países como 
Ecuador y Panamá. 

Los trabajos en este terreno pasan por 
mejorar y consolidar los programas de mejorar y consolidar los programas de 
apoyo a los ingresos de las personas con apoyo a los ingresos de las personas con 
discapacidaddiscapacidad, aprovechando las sinergias 
con las iniciativas puestas en marcha para 
respaldar a la población vulnerable. 

El empleo de sistemas nacionales de certi-empleo de sistemas nacionales de certi-
ficaciónficación, como el que se lleva a cabo en 
Perú, contribuye a que no haya dispari-
dades entre los criterios de evaluación 
integrados en los distintos programas, así 
como a agilizar los procesos. 

A su vez, las iniciativas de asistencia per-
sonal para personas con discapacidad que 
podemos encontrar en la región tienen el tienen el 
potencial de generar elevados rendimien-potencial de generar elevados rendimien-
tos sociales.tos sociales. Estas, complementadas por la 
provisión de ayudas tecnológicas, pueden 
situarse entre las prioridades en la política 
a corto y mediano plazo de esta dimensión 
de la protección social, en la que tampoco 
hay que olvidar que los programas han de 
ser los suficientemente accesibles como 
para que las personas con discapacidad no 
tengan que depender de otras para llevar 
a cabo procesos relativamente simples. 
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